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El RD-ley 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo (RDL 4/2013), establece medidas dirigidas a favorecer la inserción laboral de los jóvenes, ya sea por cuenta ajena o a través del emprendimiento. 

En el marco del trabajo por cuenta ajena el RDL 4/2013 ha incidido en la contratación introduciendo importantes medidas incentivadoras del empleo juvenil, algunas de gran trascendencia en el sistema de contratación laboral español como se indica a continuación. 

A) El contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional.

Para incentivar la adquisición de una primera experiencia profesional, las empresas podrán celebrar contratos temporales con jóvenes desempleados menores de treinta años que no tengan experiencia laboral o si ésta es inferior a tres meses. Esta medida de fomento de la contratación de jóvenes se recoge en el art. 12 RDL 4/2013, entró en vigor el 24 de febrero de 2013 y se podrá recurrir a la misma únicamente hasta que la tasa de desempleo en España se sitúe por debajo del 15%. 

Son varias las cuestiones que interesa señalar al respecto.

a) Requisitos para suscribir el contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional.

Los límites a la contratación a través de este contrato temporal son los establecidos en el art. 12 RDL 4/2013.

1) En relación con la tasa de desempleo española.

La posibilidad de suscribir el contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional es una medida de fomento de empleo de carácter coyuntural vinculada a que la tasa de desempleo de España se sitúe en el 15 por ciento o en porcentaje superior, según disposición transitoria primera RDL 4/2013.

2) En relación con el trabajador.

Para poder contratar como trabajador se exige, ser menor de treinta años, estar en situación de desempleo y carecer de experiencia laboral o que ésta sea inferior a tres meses.

Varias cuestiones plantean estos requisitos. Por una parte, requerir al trabajador nula experiencia laboral como requisito para contratar parece acorde con que la causa del contrato de trabajo sea la “adquisición de una primera experiencia profesional”. Sin embargo, resulta incongruente que los trabajadores jóvenes con una experiencia laboral inferior a tres meses también puedan suscribir este contrato temporal, teniendo en cuenta que el artículo 12 RDL 4/2013 se rotula “Primer empleo joven” y que la causa del contrato es la “adquisición de una primera experiencia profesional”.

Por otra parte, se plantea el interrogante de cómo entender “experiencia laboral” y si su significado es igual o no al de la expresión “experiencia profesional” que se utiliza al señalar la causa de este contrato.

El RDL 4/2013 no aclara, en efecto, si la “experiencia laboral” a que se refiere es solo la derivada de una relación laboral o si se tiene en cuenta también a estos efectos la experiencia adquirida por el trabajador  a través de otras vías como pueden ser las prácticas no laborales en empresas y las prácticas en empresas que formen parte, curricular o extracurricular, de las enseñanzas de formación profesional y de las enseñanzas universitarias. Entiendo que, dado que el RDL 4/2013 nada especifica y que ésta es una norma de fomento del empleo juvenil, debe hacerse una interpretación favorable al objetivo de la norma y entender que cuando el art. 12 RDL 4/2013 exige que los jóvenes “no tengan experiencia laboral o que ésta sea inferior a tres meses”, debe referirse exclusivamente a la experiencia derivada de una relación laboral.  Y, aún cuando pugne  con la rotulación del precepto como “primer empleo joven”, este contrato puede celebrase con jóvenes que hayan trabajado anteriormente mediante un contrato laboral siempre que su duración hubiera sido inferior a tres meses. 

Puede también ser tenido en cuenta, como criterio de interpretación, el sentido dado a ambas expresiones por el RD 1543/2011, de 31 de octubre, por el que se regula las prácticas no laborales en empresas, ya que, también esta medida está dirigida a facilitar la inserción de jóvenes desempleados con nula o escasa experiencia laboral aunque no sea mediante un contrato de trabajo. En el art. 1 el RD 1543/2011 señala que las prácticas no laborales están dirigidas a jóvenes que tengan problemas de empleabilidad debido a su “falta de experiencia laboral”, y en el art. 3.1, al establecer los requisitos de los destinatarios de las mismas, indica que “no deberán haber tenido una relación laboral u otro tipo de experiencia profesional superior a tres meses en la misma actividad”. Por tanto, el art. 3.1 RD 1543/2011, a diferencia del art. 12 RDL 4/2013, sí especifica  lo que permite afirmar que a efectos de acceder a las prácticas no laborales se tendrá en cuenta la experiencia anterior cualquiera que haya sido la vía de adquisición. 

Las expresiones “experiencia profesional” y “experiencia laboral” pueden tener distinto significado pero, a mi juicio, en el contexto legal del RDL 4/2013 se utilizan como expresiones sinónimas, debiendo entenderse referidas a la experiencia que deriva de una relación laboral. En este sentido se utiliza la expresión “experiencia profesional” en el art. 12.1 RDL 4/2013 al indicar tanto que la finalidad pretendida con este contrato como medida de fomento de empleo es “incentivar la adquisición de una primera experiencia profesional” como que la causa del mismo es “la adquisición de una primera experiencia profesional”, pues en ambos casos se refiere a la experiencia adquirida mediante un contrato de trabajo concreto, el contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional, y, en el mismo sentido parece utilizarse la expresión “experiencia laboral” recogida en el art. 12.1 RDL 4/2013 en referencia a los requisitos para celebrar este contrato, limitándolo a los trabajadores que “no tengan experiencia laboral o si ésta es inferior a tres meses”. 

Por lo demás, no se exige ningún requisito relativo a la cualificación del trabajador, por tanto, a través de esta modalidad contractual se puede contratar a trabajadores menores de treinta años que, en virtud de la titulación académica o profesional que tienen, podrían ser contratados también mediante un contrato en prácticas. 

3) En relación con la empresa.

Solo podrán contratar las empresas, incluidos los trabajadores autónomos que, en los seis meses anteriores a la celebración del contrato, no hayan adoptado decisiones extintivas improcedentes que se hayan producido con posterioridad a la entrada en vigor del RD 4/2013 (24 de febrero 2013) y para la cobertura de aquellos puestos de trabajo del mismo grupo profesional que los afectados por la extinción y para el mismo centro o centros de trabajo (art. 12.3 RDL 4/2013)

Esta limitación es la misma que rige para el contrato indefinido de apoyo a emprendedores y, en este caso como en aquél, con fundamento en la finalidad de la reforma de fomentar la inserción laboral,  se pretende evitar el efecto negativo de la rotación externa de trabajadores en las empresas. En este caso se produciría al despedir a trabajadores de la plantilla, principalmente con contratos indefinidos, y sustituirlos por otros contratados mediante un contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional, que tiene un régimen jurídico más favorable al interés empresarial y, que, si después se convierte en indefinido, contará  con bonificación en las cuotas empresariales a la Seguridad Social. 

Esta medida, sin embargo, no parece que pueda evitar la rotación en el mismo puesto de trabajo de varios trabajadores temporales sin experiencia laboral, contratados mediante contratos temporales para la adquisición de la primera experiencia profesional. En efecto, el art. 12 RDL 4/2013 impide  la contratación sucesiva del mismo trabajador mediante este contrato pero no que un mismo puesto de trabajo pueda ser ocupado sucesivamente por distintos trabajadores contratados mediante esta modalidad contractual. Con el actual marco normativo no podrán evitarse formulas abusivas de encadenamiento de los contratos temporales para la adquisición de la primera experiencia profesional entre sí, con distinto trabajador, o en combinación con otros contratos de trabajo, también de duración determinada, con el mismo trabajador o distinto trabajador.

Desde la perspectiva de la estabilidad en el empleo de los jóvenes, éste es uno de los principales problemas que a mi juicio presenta el contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional en la medida en que puede ser un factor de precarización del empleo juvenil condenándolo a soportar una permanente contratación temporal en cadena. En este sentido, es preciso limitar la utilización encadenada del contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional, establecer límites específicos, adicionales al que con carácter general está establecido en el art. 15.5 ET y que también es de aplicación al contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional en la medida en que este contrato no se encuentra entre las modalidades contractuales exceptuadas en el art. 15.5 ET y el RDL 4/2013 no ha dispuesto lo contrario.

b) Régimen jurídico del contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional.

El régimen jurídico de este contrato de trabajo será el establecido en el art. 15.1.b) ET y el RD 2720/1998, en su desarrollo, con las particularidades que recoge el art. 12 RDL 4/2013, que son: 

1) La causa del contrato es la adquisición de una primera experiencia profesional (art. 12.2, a) RDL 4/2013).

Se establece como supuesto de temporalidad del contrato la adquisición de una primera experiencia profesional lo que significa que es un contrato temporal <<coyuntural>> pues la causa que justifica su temporalidad es el fomento del empleo de un colectivo de trabajadores muy concreto; los jóvenes desempleados, menores de treinta años que carezcan de experiencia laboral o que ésta sea inferior a tres meses. Sobre esta cuestión se volverá después. 

2) El contrato tendrá una duración mínima de tres meses y una duración máxima de seis meses, salvo que se establezca una duración superior por convenio colectivo sectorial estatal o, en su defecto, por convenio colectivo sectorial de ámbito inferior, sin que en ningún caso la duración máxima pueda exceder de 12 meses (art. 12.2,b) y c) RDL 4/2013).

La duración de este contrato, como después se reiterará, es claramente insuficiente si lo que se pretende es que la experiencia profesional adquirida a través de mismo facilite realmente la inserción de los jóvenes.

3) El contrato puede celebrarse a jornada completa o a tiempo parcial pero, en este último caso, la jornada deberá ser siempre superior al 75 por ciento de la correspondiente a un trabajador a tiempo completo comparable, en los términos previstos en el art. 12.1 ET (art. 12.2,d) RDL 4/2013).

4) Debe formalizarse por escrito en el modelo que se establezca por el SPEE (art. 12.6 RDL 4/2013).

Se aplica por tanto el régimen general de la forma del contrato establecido en el art. 8.2 ET. El contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional debe revestir forma escrita porque lo exige una disposición legal que es el RDL 4/2013 lo que, por otra parte, no supone diferencia  en lo que al contrato eventual se refiere, pues el art.8.2 ET exige forma escrita cuando tenga una “duración superior a cuatro semanas”, lo que en los contratos temporales para la adquisición de la primera experiencia profesional ocurrirá en todo caso.

c) Naturaleza jurídica del contrato para la adquisición de la primera experiencia profesional. 

1) Un contrato temporal <<coyuntural>> de fomento del empleo juvenil.

El RDL 4/2013 introduce un nuevo supuesto que justifica utilizar un contrato de trabajo de duración determinada; la adquisición de una primera experiencia profesional. El RDL 4/2013 no ha modificado el art. 15 ET, sino que establece que estos contratos se regirán por lo establecido en el artículo 15.1.b) ET y sus normas de desarrollo, con las particularidades establecidas en el propio art. 12 RDL 4/2013. 

Así las cosas podría parecer que el RDL 4/2013 no ha implantado una modalidad contractual temporal nueva sino que a través del art. 12.2, a) RDL 4/2013 se introduce una nueva causa de temporalidad, adicional a los supuestos de eventualidad que ya recoge el art. 15.1,b) ET. Entiendo sin embargo que la intervención del RDL 4/2013 en el sistema español de contratación laboral es de mayor trascendencia pues incorpora al mismo un nuevo contrato temporal <<coyuntural>> de fomento del empleo. En efecto, el art. 12 RDL 4/2013 al introducir como causa justificativa de la temporalidad del contrato de trabajo la adquisición de una primera experiencia profesional, lo que en realidad hace es establecer un contrato temporal en el que la causa que justifica su temporalidad no es responder a las necesidades temporales de trabajo de las empresas sino el fomento del empleo de jóvenes menores de treinta años que no tengan experiencia laboral o si ésta es inferior a tres meses. Y, se remite al  régimen jurídico del contrato temporal del art. 15.1,b) ET por ser éste el que resulta más afín atendiendo a las circunstancias en las que se puede celebrar un contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional y a las particularidades de causa, duración y jornada que establece el art. 12 RDL 4/2013. 

Tras la entrada en vigor del RDL 4/2013 se puede decir que las modalidades de contratación por tiempo determinado se han incrementado. Se mantienen las modalidades  de contratación temporal <<estructural>> del art. 15 ET, obra o servicio determinado, eventual y de interinidad y las dos modalidades formativas, prácticas y para la formación y el aprendizaje, pero a los contratos temporales <<coyunturales>> existente, de trabajadores discapacitados y en situación de exclusión social, hay que añadir ahora el nuevo contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional. Creo que con ello se desatiende el principio de correspondencia entre la temporalidad del contrato y la temporalidad de la necesidad de mano de obra pues mediante el contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional se podrán contratar trabajadores para realizar trabajos permanentes en las empresas lo que, desde luego, no contribuye a reforzar la estabilidad en el empleo del colectivo de trabajadores jóvenes a los que va dirigida la reforma de 2013, vía RDL 4/2013, para favorecer su inserción laboral. Con este contrato puede que se reduzca el desempleo juvenil, pues incentiva la contratación de este colectivo, sin embargo, no parece que sea una medida que vaya a dar solución a la alta temporalidad que acusan los jóvenes, no fomenta un empleo juvenil estable y de calidad, por el contrario, salvo que se introduzcan medidas correctoras y restrictivas de la utilización de este contrato, se corre el riesgo de que el empleo temporal entre los jóvenes menores de treinta años, no solo no disminuya sino que alcance una posición predominante respecto del empleo estable.  Y, en este sentido, poca efectividad puede tener que se haya establecido un límite temporal a la utilización de este contrato –hasta que la tasa de desempleo en España se sitúe por debajo del 15%- pues como es sabido la tasa de desempleo en España desde 2009, que se situó en torno al 18%, no solo no ha disminuido sino que hasta la actualidad ha seguido una tendencia alcista situándose, en el último trimestre de 2012, en torno al 26%, según datos de la EPA. 

2) Propuesta alternativa: un contrato para la adquisición de la primera experiencia profesional como contrato formativo.

Desde mi punto de vista el contrato para la adquisición de la primera experiencia profesional no debería haberse configurado como un contrato temporal de fomento de empleo sino como un contrato formativo, principalmente para evitar el quebranto que supone del principio de estabilidad en el empleo. También por la conveniencia de vincular esta medida de fomento del empleo juvenil con el sistema de formación profesional para el empleo y, en aras a la necesaria coherencia que debiera existir entre éste y el sistema de contratación laboral, conceder a la experiencia laboral la importancia y significado que en el marco del sistema de formación profesional para el empleo se le otorga, y, además, vincularla con otras medidas adoptadas, también para favorecer el empleo juvenil, en el marco del sistema de formación profesional para el empleo.

Hay varias razones que hacen oportuno formular esta propuesta y en las que apoyar su viabilidad: 

1. La experiencia laboral desde la perspectiva del sistema de formación profesional para el empleo cumple una doble finalidad pues es vía de inserción laboral y, también, una vía de formación de los trabajadores. Se trata, en efecto, de una forma de adquirir competencias profesionales, por tanto, un medio idóneo para que los trabajadores adquieran una cualificación profesional o la incrementen, según sea el caso.  

Teniendo en cuenta lo anterior, y, sobre la base de que la causa del contrato es la adquisición de una primera experiencia profesional, resulta criticable que el RDL 4/2013, al establecer el régimen jurídico del contrato, se haya centrado exclusivamente en su finalidad de facilitar la inserción desatendiendo el componente formativo de la experiencia profesional, en cuanto medio de adquisición de conocimientos profesionales. 

Así hubiera sido más acertado que la causa del contrato para la adquisición de una primera experiencia profesional fuera doble; intercambio de trabajo por salario; y, adquisición de conocimientos prácticos a través de la experiencia laboral. Así las cosas, el contrato  tendría una causa mixta, como es propio de los contratos formativos, y, además, en el componente formativo quedaría fundamentado que el contrato tuviera una duración determinada. 

2. En línea con lo anterior, debería reajustarse la duración del contrato para que la experiencia profesional adquirida a través del mismo tuviera valor como factor de empleabilidad. Ello exigiría que las competencias profesionales adquiridas por la vía de la experiencia laboral pudieran ser reconocidas y acreditadas oficialmente pues, atendiendo al sistema de formación para el empleo, la acreditación oficial tiene, entre otras finalidades, dar a las competencias profesionales un valor para “facilitar tanto la inserción e integración laboral y la libre circulación en el mercado de trabajo, como la progresión personal y profesional”, como señala el art. 3 RD 1224/2009, de 17 de julio, de reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral. Hay que tener en cuenta que para participar en el procedimiento de acreditación el trabajador debe poder justificar una experiencia laboral mínima que el art. 11 RD 1224/2009 fija en; al menos 2 años con un mínimo de 1.200 horas trabajadas en total, para las unidades de competencia de nivel I; y, en 3 años, con un mínimo de 2.000 horas trabajadas en total, en los últimos 10 años transcurridos antes de realizarse la convocatoria.

Por tanto, desde la perspectiva de la acreditación de las competencias adquiridas mediante la experiencia laboral, la duración del contrato establecida en el art. 12.2,b) RDL 4/2013 -mínima de tres meses y máxima de seis meses, ampliable por convenio colectivo hasta 12 meses-, puede resultar excesivamente corta pues, aunque es plausible la idea de que las expectativas de encontrar empleo aumentarán si el trabajador tiene una experiencia profesional anterior, para alcanzar el objetivo que pretende el RDL 4/2013 de mejorar la empleabilidad de los jóvenes, a mi juicio, no basta una breve o corta experiencia profesional, es preciso que sea una experiencia profesional acreditable por lo que la duración del contrato habría de reformularse para ajustarla lo más posible a los parámetros establecidos por el sistema de formación para el empleo a fin de que las competencias profesionales adquiridas por la vía de la experiencia laboral puedan ser reconocidas y acreditadas oficialmente. 

3. Por otra parte, tampoco se comprende que la duración máxima del contrato establecida en art. 12.2,b) RDL 4/2013 no esté siquiera en línea con lo previsto en el RD 1543/2011, de 31 de octubre, por el que se regulan las prácticas no laborales en empresas.  Esta norma prevé la posibilidad de que en las empresas se puedan realizar prácticas no laborales con una duración entre tres y nueve meses, como medida para facilitar la inserción de jóvenes desempleados entre 18 y 25 años con cualificación profesional pero con nula o escasa experiencia laboral –inferior a tres meses en la misma actividad-. Ambas son medidas de fomento del empleo juvenil,  dirigidas a la adquisición de práctica laboral en un entorno real, lo que hace inexplicable que las duraciones máximas de las mismas sean diferentes y, sobre todo, que la duración máxima de las prácticas no laborales sea mayor cuando están destinadas en exclusiva a jóvenes con cualificación mientras que para celebrar un contrato para la adquisición de la primera experiencia profesional no se tiene en cuenta el nivel de cualificación del joven. 

4. En definitiva, la duración del contrato establecida en el art. 12.2,b) y c) del RDL 4/2013 debería ser modificada estableciéndose unas duraciones mínima y máxima más razonables que podrían ser fijadas tomando como referencia, bien las normas reguladoras de la experiencia profesional como medio de adquisición de competencias profesionales, bien atendiendo a la duración de los contratos formativos existentes, en particular, el contrato en prácticas regulado en el art. 11.1 ET.  Ambos contratos tienen la misma causa, su diferencia reside en que el contrato en prácticas está reservado a los trabajadores con titulación académica o profesional mientras que el contrato para la adquisición de la primera experiencia profesional pueden suscribirlo los trabajadores jóvenes, tanto si tienen titulación académica o profesional, como si carecen de ella.

d) Incentivos para la transformación de los contratos temporales para la adquisición de la primera experiencia profesional en contratos indefinidos 

Su regulación se encuentra en el art. 12 RDL 4/2013 y, con carácter supletorio, se aplicará la sección I del capítulo I de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, salvo lo establecido en sus artículos 2.7 y 6.2).

Si se produce la transformación, una vez transcurrido un plazo mínimo de tres meses desde la celebración del contrato eventual, las empresas, incluidos los trabajadores autónomos, tendrán derecho a una bonificación en las cuotas empresariales a la Seguridad Social, en cuantía que varía en el siguiente sentido:

·  Si la jornada pactada fuera al menos del 50 por cien de la correspondiente a un trabajador a tiempo completo comparable, la bonificación por transformación será de 41,67 euros/mes (500 euros/año), durante tres años. 

· Si el contrato se hubiera celebrado con una mujer, la bonificación por transformación será de 58,33 euros/mes (700 euros/año).

Para que las empresas tengan derecho a estas bonificaciones deben cumplir dos requisitos establecidos en el art. art. 12.5 RDL 4/2013: 

1) Que el contrato se haya formalizado por escrito en el modelo que se establezca por el SPEE.

2) Que el nivel de empleo alcanzado en la empresa fruto de la transformación, se mantenga al menos doce meses. En caso de incumplimiento de esta obligación se deberá proceder al reintegro de los incentivos. 

No se considerará incumplida dicha obligación cuando el nivel de empleo descienda por despidos objetivos o disciplinarios, declarados o reconocidos como procedentes, ni cuando la extinciones sean debidas a la dimisión, muerte, jubilación o incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez de los trabajadores o por la expiración del tiempo convenido o realización de la obra o servicio objeto del contrato, o por resolución durante el periodo de prueba

B) El contrato para la formación y el aprendizaje

Los cambios que se han producido en la regulación de este contrato formativo son exclusivamente los derivados de autorizar que las ETT puedan celebrar contratos para la formación y el aprendizaje con los trabajadores contratados para ser puestos a disposición de las empresas usuarias, lo que antes prohibía el art. 10.2, Ley 14/1994 y que ahora se autoriza, en la nueva redacción dada por el RDL 4/2013.

En efecto, tras la entrada en vigor del RDL 4/2013 pueden celebrarse contratos de puesta a disposición entre una ETT y una empresa usuaria en los mismos supuestos y bajo las mismas condiciones y requisitos en que la empresa usuaria puede celebrar un contrato para la formación y el aprendizaje conforme a lo dispuesto en el art. 11.2 ET. Así lo dispone el art. 6.2, Ley 14/1994 en la nueva redacción dada por el RDL 4/2013.

El régimen jurídico de este contrato para la formación y el aprendizaje es el mismo que el establecido con carácter general en el art. 11.2 ET y el RD 1529/2012 que lo desarrolla. El RDL 4/2013 se ha limitado a introducir en ambas normas algunas previsiones nuevas a efectos de adecuar los aspectos formativos del contrato al marco de la relación triangular derivada del contrato de puesta a disposición. 

Tres son los aspectos en los que se ha incidido.

a) La ETT es la responsable de las obligaciones relativas a los aspectos formativos del contrato para la formación y el aprendizaje. 

La ETT debe cumplir las obligaciones en materia formativa consustanciales al contrato para la formación y el aprendizaje en los términos establecidos en el Capítulo II del Título II del  RD 1529/2012 según  establece el art. 6.bis  RD 1529/2012, añadido por el RDL 4/2013.

b) Los centros de formación y la ETT como empresa formadora.

El trabajador contratado para la formación y el aprendizaje por una ETT debe recibir la formación directamente en un centro formativo perteneciente a la red de centros de formación profesional a que alude la Ley Orgánica 5/2002, de Cualificaciones y de la Formación Profesional, previamente reconocidos para ello por el sistema nacional de empleo (art. 11.2,d) ET) 

La propia ETT también puede impartir la formación inherente al contrato siempre que cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 18.4 RD 1529/2012. Así se establece en el nuevo art. 12. 3 bis Ley 14/1994 y art. 6.bis  RD 1529/2012, añadidos por el RDL 4/2013. 

Por tanto, para que la ETT pueda actuar como empresa formadora, por una parte, debe estar autorizada para ofertar la formación de ciclos formativos y/o acreditada como centro para impartir la formación dirigida a la obtención de certificados de profesionalidad y, por otra, debe contar con unas instalaciones apropiadas y con personal que tenga la formación técnica y didáctica adecuada a los efectos de que la cualificación o competencia profesional adquirida por el trabajador pueda ser acreditada en los términos previstos en la LO 5/2002, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional (art. 11.2,d) y e) ET y art.18.4 RD 1529/2012) 

Además, cuando el trabajador sea discapacitado, si la ETT imparte la formación teórica debe disponer de unas condiciones de acceso, circulación y comunicación que le garanticen la plena igualdad en el trabajo (disp. adic. 2ª. RD 1529/2012)

c) Las tutorías vinculadas al contrato para la formación y el aprendizaje suscrito con la ETT. 

En el contrato de puesta a disposición entre la ETT y la empresa usuaria se debe designar la persona de la empresa usuaria que se encargará de tutelar el desarrollo de la actividad laboral del trabajador y que actuará como interlocutora con la empresa de trabajo temporal a estos efecto, así lo dispone el nuevo párrafo 2º del art. 20.1 RD 1529/2012, según redacción dada por disposición final cuarta del RDL 4/2013. 

La ETT deberá asumir el resto de obligaciones relativas a las tutorías vinculadas al contrato y al acuerdo para la actividad formativa previstas en los arts. 21 y 22 RD 1529/2012. 

C)  El contrato en prácticas

El RDL 4/2013 ha introducido dos modificaciones en la regulación del contrato en prácticas con los que se amplían las posibilidades de utilizar este contrato de trabajo. La primera se establece con carácter general y la segunda  se dirige, en particular, para jóvenes menores de treinta años. Además se establece una medida incentivadora de la contratación en prácticas de jóvenes menores de treinta años.

a) Se permite concertar un contrato en prácticas en base a un certificado de profesionalidad obtenido como consecuencia de un contrato para la formación celebrado anteriormente con la misma empresa. Así se deduce ahora del art. 11.1.c) ET al haberse suprimido el último párrafo de dicho precepto por la disposición final segunda del RDL 4/2013.

Con esta modificación, se fomenta la celebración de contratos en prácticas de dos maneras; se elimina uno de los límites legales existentes anteriormente para utilizar este contrato formativo; y, se continúa con la tendencia a facilitar el encadenamiento de contratos de trabajo. En efecto, si como resultado de la reforma de 2012 en el art. 11.2.c) ET se han establecido posibilidades de encadenar sucesivos contratos para la formación y el aprendizaje,  ahora con el RDL 4/2013 las oportunidades de encadenamiento se incrementan  extendiéndose al contrato en prácticas pues el art. 11.1,c) ET ya no impide que un trabajador suscriba un contrato para la formación y el aprendizaje y, en base al certificado de profesionalidad obtenido, pueda celebrar después, con la misma empresa, un contrato de prácticas. 

b) Podrán celebrarse contratos en prácticas aunque hayan transcurrido cinco o más años desde la terminación de los correspondientes estudios con jóvenes menores de treinta años. 

Así se establece en el art. 13 y disposición transitoria primera del RDL 4/2013. Con ello se excepciona el requisito para celebrar contratos en prácticas que, con carácter general, establece en el art. 11.1 ET de que solo son títulos o certificados de profesionalidad habilitantes para suscribir el contrato en prácticas los obtenidos dentro de los cinco años anteriores a la celebración del contrato, o de los siete años cuando el trabajador sea discapacitado. 

La salvedad que introduce el RDL 4/2013 a la regla general mencionada queda condicionada al cumplimiento de dos requisitos; a) que el trabajador sea menor de treinta años; y b) hasta que la tasa de desempleo en España se sitúe por debajo del 15%. 

c) Por otra parte, el art. 13 RDL 4/2013 incentiva la  contratación en prácticas de los jóvenes menores de treinta años al disponer que las empresas, incluidos los trabajadores autónomos, que concierten un contrato en prácticas con un menor de treinta años, tendrán derecho a una reducción del 50% de la cuota empresarial a la Seguridad Social por contingencias comunes correspondiente al trabajador contratado durante toda la vigencia del contrato. También hasta que la tasa de desempleo en España se sitúe por debajo del 15% (disposición transitoria primera RDL 4/2013). 

En los supuestos en que, de acuerdo con lo dispuesto en el RD 1543/2011, de 31 de octubre, por el que se regulan las prácticas no laborales en empresas, el trabajador estuviese realizando dichas prácticas no laborales en el momento de de celebrase el contrato de trabajo en prácticas, la reducción de cuotas será del 75 por ciento.

D) El contrato a tiempo parcial con vinculación formativa 

El RDL 4/ 2013 no ha modificado el régimen jurídico de la contratación a tiempo parcial establecido en el art. 12 ET si bien, a efectos de impulsarla entre el colectivo de jóvenes desempleados menores de treinta años, la incentiva, aunque temporalmente; durante un máximo de doce meses, prorrogables por doce meses más; y, en todo caso, hasta que la tasa de desempleo en España se sitúe por debajo del 15% (disposición transitoria primera RDL 4/2013). 

 La medida incentivadora prevista en el art. 9 RDL 4/2013 es una reducción de la cuota empresarial a la Seguridad Social en beneficio de las empresas y de los trabajadores autónomos que contraten a los jóvenes a tiempo parcial, con vinculación formativa, en los términos fijados en dicho precepto. 

a) Los requisitos para causar derecho a la medida incentivadora

1) En relación con la tasa de desempleo española.

Es una medida de fomento de empleo de carácter coyuntural vinculada a que la tasa de desempleo de España se sitúe en el 15 por ciento o en porcentaje superior, según disposición transitoria primera RDL 4/2013.

2) En relación con el trabajador:

El trabajador contratado deberá ser menor de treinta años, desempleado y encontrarse en alguna de las siguientes situaciones: 

· No tener experiencia laboral o que ésta sea inferior a tres meses.

· Proceder de otro sector de actividad, en los términos que se determinen reglamentariamente.

· Ser desempleado y estar inscrito ininterrumpidamente en la oficina de empleo al menos doce meses durante los dieciocho anteriores a la contratación.

3) En relación con las empresas y trabajadores autónomos, empleadores, se establecen dos requisitos: 

· No haber adoptado, en los seis meses anteriores a la celebración del contrato, decisiones extintivas improcedentes producidas con posterioridad a la entrada en vigor del RD 4/2013 (24 de febrero 2013) y para la cobertura de aquellos puestos de trabajo del mismo grupo profesional que los afectados por la extinción y para el mismo centro o centros de trabajo (art. 9.5 RDL 4/2013)

· Mantener el nivel de empleo alcanzado con el contrato a tiempo parcial con vinculación formativa, al menos, un periodo equivalente a la duración de dicho contrato con un máximo de doce meses desde su celebración. En caso de incumplimiento de esta obligación se deberá proceder al reintegro de los incentivos (art. 9.6 RDL 4/2013)

No se considerará incumplida dicha obligación cuando el nivel de empleo descienda por despidos objetivos o disciplinarios, declarados o reconocidos como procedentes, ni cuando la extinciones sean debidas a la dimisión, muerte, jubilación o incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez de los trabajadores o por la expiración del tiempo convenido o realización de la obra o servicio objeto del contrato, o por resolución durante el periodo de prueba

Ambas limitaciones están previstas también para el contrato indefinido de apoyo a emprendedores y para el contrato temporal para la adquisición de la primera experiencia profesional. En todos los casos se pretende evitar la rotación externa de trabajadores y su efecto “sustitución” negativo, en este caso concreto, en la medida en que ocasione el remplazo de trabajadores de la empresa por  otros nuevos con contratos “incentivados”.

b) La naturaleza jurídica del contrato a tiempo parcial con vinculación formativa

El RDL 4/2013 no ha implantado en el art. 9 una modalidad contractual formativa nueva, adicional a las dos previstas en el art. 11 ET, los contrato en prácticas y para la formación y el aprendizaje, ya que  la formación que va a recibir el trabajador contratado a través de esta vía no se integra en la causa del contrato pues, aunque deba haber “vinculación formativa”, ésta se exige de la contratación para que pueda aplicarse la medida incentivadora, como un requisito para tener derecho a la reducción de la cuota a la Seguridad Social que busca un doble objetivo: fomentar del empleo juvenil y la formación de este colectivo, mejorando a través de la misma sus expectativas de empleabilidad. Las previsiones sobre la formación establecidas en el art. 9 RDL 4/2013 abogan en este sentido. Principalmente porque la formación no tiene que estar vinculada específicamente al puesto de trabajo objeto del contrato y, también, porque la formación no tiene que cursarse necesariamente durante el desarrollo de la relación laboral pues se prevé la posibilidad de que el trabajador la hubiera cursado con antelación; en los seis meses previos a la celebración del contrato.  Y, además, porque el empresario no asume ningún tipo de obligación formativa en el marco de este contrato de trabajo pues nada indica en este sentido el art. 6 RDL 4/2013.

 Por tanto, si puede existir una total desconexión entre actividad laboral y actividad formativa, si es posible que el trabajador durante la vigencia del contrato de trabajo no asista a cursos de formación por haberla cursado ya con anterioridad a su celebración y, si el empresario carece de responsabilidad en relación con la actividad formativa, difícilmente puede entenderse que la formación que curse el trabajador sea parte de la contraprestación del empresario a la prestación de servicios del trabajador. En definitiva, no creo que se pueda considerar que la “vinculación formativa” del contrato a tiempo parcial previsto en el art. 9 RD 4/2013 haga de éste una modalidad contractual nueva y, tampoco, formativa.

Es un contrato de trabajo a tiempo parcial, que puede celebrarse tanto por tiempo indefinido como por duración determinada, con ciertas particularidades que introduce el art. 9 RDL 4/2013 dada su condición de contrato incentivado.

c) El régimen jurídico del contrato a tiempo parcial con vinculación formativa

El régimen jurídico del contrato a tiempo parcial con vinculación formativa será el establecido en el ET para el contrato a tiempo parcial, y, si es del caso, el que sea de aplicación al contrato de duración determinada que corresponda. Además serán de aplicación las particularidades que recoge el art. 9 RDL 4/2013 que son:

a) El contrato puede celebrarse por tiempo indefinido o por duración determinada, de acuerdo con lo establecido en el ET (art. 9.4 RDL 4/2013).

b) El contrato se celebrará siempre a tiempo parcial. La jornada pactada no puede ser superior al 50% de la correspondiente a un trabajador a tiempo completo comparable. A estos efectos se entenderá por trabajador a tiempo completo comparable, en los términos establecidos en el art.12.1 ET (art. 9.4 RDL 4/2013).

c) En relación con la formación (art. 9.3 RDL 4/2013)

- Los trabajadores deberán compatibilizar el empleo con la formación o justificar haberla cursado en los seis meses previos a la celebración del contrato.

- No se exige que esté vinculada específicamente al puesto de trabajo objeto del contrato.

- Atendiendo a su contendido, la formación podrá ser:

1) Formación acreditable oficial o promovida por los Servicios Públicos de Empleo. 

2)  Formación en idiomas o tecnologías de la información y la comunicación de una duración mínima de 90 horas en cómputo anual.

d) El contrato debe formalizarse por escrito en el modelo que se establezca por el SPEE (art. 9.7 RDL 4/2013).

d) Los incentivos para la contratación a tiempo parcial con vinculación formativa

Las empresas y trabajadores autónomos que celebren un contrato a tiempo parcial con vinculación formativa en los términos previstos en el art. 9 RDL 4/2013 se podrán beneficiar de los incentivos establecidos en art. 9.1 RDL 4/2013. Estos se regirán por lo establecido en dicho precepto y, con carácter supletorio, por lo dispuesto en Sección I del capítulo I de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, salvo lo establecido en los arts. 2.7 y 6.2.

1) Naturaleza y cuantía.

La medida incentivadora es una reducción de la cuota empresarial a la Seguridad Social por contingencias comunes correspondiente al trabajador contratado, del 100% en el caso de que el contrato se suscriba por empresas cuya plantilla sea inferior a 250 personas, o del 75%, en el supuesto de que la empresa contratante tenga una plantilla igual o superior a esa cifra.

2) Duración.

El periodo de contratación incentivada es de doce meses como máximo aunque hay posibilidad de prorrogarlo por doce meses más, siempre que el trabajador continúe compatibilizando el empleo con la formación o haya cursado la formación en los seis meses previos a la finalización del periodo inicial de doce meses. 

E) Medidas destinadas a incentivar la incorporación de jóvenes a las empresas de la Economía Social 

Las entidades de la economía social, cooperativas, sociedades laborales y empresas de inserción, que incorporen a jóvenes menores de treinta años tendrán derecho a bonificaciones en las cuotas de la Seguridad Social en los términos y en la cuantía que establece el art. 14 RDL 4/2013:  

a) Bonificaciones en las cuotas empresariales de la Seguridad Social durante tres años, cuya cuantía será de 66,67 euros/mes (800 euros/año), aplicable a las cooperativas o sociedades laborales que incorporen trabajadores desempleados menores de treinta años como socios trabajadores o de trabajo.

b) Bonificaciones en las cuotas de la Seguridad Social aplicables a las empresas de inserción en los supuestos de contratos de trabajo suscritos con personas menores de treinta años en situación de exclusión social incluidas en el artículo 2 de la Ley 44/2007, de 13 de diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de inserción, de 137,50 euros/mes (1.650 euros/año) durante toda la vigencia del contrato o durante tres años, en caso de contratación indefinida. Estas bonificaciones no serán compatibles con las previstas en el artículo 16.3.a) de la Ley 44/2007, de 13 de diciembre.

F) Incentivos a la contratación indefinida de jóvenes por empresas y empresarios autónomos con plantilla igual o inferior a 9 trabajadores

Las empresas, incluidos los trabajadores autónomos, con una plantilla igual o inferior a 9 trabajadores, que contraten de manera indefinida a un joven desempleado menor de treinta años tendrán derecho a una reducción del 100 % de la cuota empresarial a la Seguridad Social por contingencias comunes correspondiente al trabajador contratado durante el primer año de contrato. 

Los requisitos para causar derecho a la medida incentivadora están fijados por el art. 10  RDL 4/2013

1) En relación con la tasa de desempleo española.

Es una medida de fomento de empleo de carácter coyuntural vinculada a que la tasa de desempleo de España se sitúe en el 15 por ciento o en porcentaje superior, según disposición transitoria primera RDL 4/2013.

2) En relación con el trabajador.

El trabajador contratado deberá ser, menor de treinta años y  desempleado.

3) En relación con la modalidad  contractual utilizada.

- El contrato debe celebrase siempre por tiempo indefinido. Puede celebrarse a tiempo completo o a tiempo parcial.

- La medida incentivadora no será de aplicación en los siguientes contratos indefinidos: 

· El contrato indefinido de apoyo a los emprendedores regulado en el art. 4 Ley 3/2012.

· El contrato para realizar trabajos fijos discontinuos, de acuerdo con el art. 15.8 ET.

· El contrato indefinido incluido en el art. 2 de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre.

4) Las empresas, incluidos los trabajadores autónomos, deberán reunir los siguientes requisitos:

· Tener, en el momento de la celebración del contrato, una plantilla igual o inferior a 9 trabajadores.

· No haber tenido ningún vínculo laboral anterior con el trabajador. 

· No haber celebrado con anterioridad otro contrato indefinido de este  tipo, salvo que el contrato anterior se hubiera extinguido “por causa no imputable al empresario o por resolución durante el periodo de prueba”, pues en tales supuestos el art. 10.5 RDL 4/2013 posibilita suscribir un nuevo contrato al amparo de este artículo, si bien el periodo total de bonificación no podrá exceder, en conjunto, de doce meses.

· No haber adoptado, en los seis meses anteriores a la celebración del contrato, decisiones extintivas improcedentes. 

La limitación afectará únicamente a las extinciones producidas con posterioridad a la entrada en vigor del RDL 4/2013 y para la cobertura de aquellos puestos de trabajo del mismo grupo profesional que los afectados por la extinción y para el mismo centro o centros de trabajo.

· Para la aplicación de los beneficios, la empresa deberá mantener en el empleo al trabajador contratado al menos dieciocho meses desde la fecha de inicio de la relación laboral, salvo que el contrato se extinga por causa no imputable al empresario o por resolución durante el periodo de prueba.

· Asimismo, deberá mantener el nivel de empleo en la empresa alcanzado con el contrato a que se refiere este artículo durante, al menos, un año desde la celebración del contrato. En caso de incumplimiento de estas obligaciones se deberá proceder al reintegro de los incentivos.
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